Los contratados por obra o servicio podrán convertirse en fijos tras cuatro años
Categoría: Laboral 

Los trabajadores con contratos por obra o servicio determinados podrán adquirir la condición de fijos en la empresa si dicho contrato supera los tres años de duración, ampliable hasta cuatro, si se acuerda en convenio colectivo. Éste es uno de los cambios introducido en el decreto ley de reforma laboral que aprobó ayer el Consejo de Ministros, ya que en el borrador anterior el plazo era de dos años prorrogable a tres.
Los trabajadores con contratos por obra o servicio determinados podrán adquirir la condición de fijos en la empresa si dicho contrato supera los tres años de duración, ampliable hasta cuatro, si se acuerda en convenio colectivo.

Éste es uno de los cambios introducido en el decreto ley de reforma laboral que aprobó ayer el Consejo de Ministros, ya que en el borrador anterior el plazo era de dos años prorrogable a tres.

Según el decreto, los contratos de obra o servicio no podrán tener una duración superior a tres años, ampliable hasta doce meses más por convenio colectivo de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, por convenio colectivo sectorial de ámbito inferior. Estos convenios, incluidos los de empresa, podrán identificar los trabajos o tareas que puedan cubrirse con contratos de obra o servicio.

El decreto también establece que pasarán a ser fijos los trabajadores que en un periodo de 30 meses hubieran estado contratados durante un plazo superior a 24, con o sin solución de continuidad, para el mismo o diferente puesto de trabajo con la misma empresa o grupo de empresas y con dos o más contratos temporales.

En este caso, será la negociación colectiva la que establezca los requisitos para prevenir la utilización abusiva de contratos de duración determinada con distintos trabajadores para desempeñar el mismo puesto de trabajo.

Respecto a la finalización del contrato temporal, se establece que la indemnización prevista se aplicará de modo gradual conforme al siguiente calendario: ocho días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren hasta el 31 de diciembre de 2011. Nueve días por año trabajado para los contratos suscritos a partir del 1 de enero de 2012; diez días por año si es a partir del 1 de enero de 2013; once días desde el 1 de enero de 2014 y doce días a partir del 1 de enero de 2015.

La letra pequeña: el “olvido”del BOE y el peso sindical en las pymes
Categoría: Laboral 

La reforma laboral se asemeja a un cometa que vuela sin dueño. Su traspaso al Boletín Oficial del Estado (BOE) deja en evidencia el rigor con el que el Gobierno ha abordado este decreto.
Y es que el texto final no se hace eco de una de las medidas estrella anunciadas a bombo y platillo por el Ejecutivo. El ministro de Trabajo había anunciado que el Fondo de Garantía Salarial (Fogasa) pagaría ocho días de la indemnización de cualquier despido, una idea que ahora parece desinflada, ya que sólo afectará a los despidos económicos.

El ministro lo dejó claro el miércoles, tras la reunión del Consejo de Ministros. Al ser preguntado por cómo se aplicaría la cofinanciación del Fogasa –la macro hucha que se nutre gracias a las aportaciones de las empresas–, Corbacho respondió que las empresas se ahorrarían ocho días en las indemnizaciones de todos los despidos.

Así, mencionó que la escisión de un contrato de 45 días pasaría a tener un coste de 37 días (ocho menos). Lo mismo pasaría con los contratos de fomento (de 33 días) y los objetivos (20 días), cuyo coste para la parte contratante quedaría reducido a 25 y 12 días, respectivamente.
Pues bien, el BOE no hila tan fino y liga la rebaja a los despidos objetivos por causas económicas. Tan sólo las compañías que prueben la debilidad de sus cuentas financieras podrán, en principio, beneficiarse de la subvención del Fogasa.

Los juristas consultados coinciden en que la redacción del texto es confusa, y que nada tiene que ver el alivio general que anunció Corbacho. Desde la patronal también observan con preocupación el decreto y piden una mayor “concreción” de este punto para evitar la “inseguridad jurídica” que genera entre las empresas.

Despido ‘exprés’
Otra novedad importante de la reforma laboral es que abarata el denominado despido exprés. A partir de ahora, las sociedades tienen la seguridad de que pueden despedir en 48 horas a los trabajadores con el contrato de fomento del empleo por la vía improcedente, con una indemización máxima de 33 días por año. En la práctica, la compensación para el despedido de forma improcedente pasará de 45 días por año de trabajo hasta una cuantía salarial máxima de tres años y medio a 25 días con un tope de cuantía equivalente a dos años de salarios.

Veinticinco días porque, aunque el decreto no lo recoge, el ministro de Trabajo, Celestino Corbacho, se comprometió el miércoles a que el Fogasa también pagará ocho días en la idemnización por extinción improcedente.

Las empresas piden al Ejecutivo que “concrete” para evitar la “inseguridad jurídica”
Según Íñigo Sagardoy, presidente de Sagardoy Abogados, esta reforma convertirá en “residual” al despido improcedente por motivos disciplinarios. Aunque la indemnización para el trabajador es de 45 días por año de servicio, ésta es la fórmula que más utilizan hasta ahora los empresarios para huir de lo que era una regulación muy complicada del despido por causas económicas. De hecho, es la figura legal responsable de que en 2009 el 80% de los despidos fuesen improcedentes. Así, el empresario reconocía la improcedencia de su decisión, depositaba la indemnización en 48 horas, y se olvidaba del trabajador y de los llamados salarios de tramitación. Ahora pasará lo mismo, pero con una indemnización “sustancialmente más baja” de 25 días por año. Bastará con que alegue causas económicas para el despido.

Otra reforma que también permite al empresario prescindir del trabajador sin necesidad de readmitirlo, si pierde el caso, es la del despido nulo. A partir de ahora, que el empresario no cumpla los trámites establecidos para este tipo de extinción será considerado causa de despido improcedente y no nulo. Por lo cual, según Fermín Guardiola, director del área de laboral de Baker & McKenzie, el empresario ya no tendrá que readmitir el trabajador, sino sólo indemnizarle.

El párrafo de la discordia y el segundo ‘lapsus’ de Corbacho
La redacción de la transición adicional tercera del decreto que regula la reforma laboral sorprende por su laxitud. El ministro de Trabajo había dado por hecho que el Fogasa abonaría ocho días de la indemnización del despido tras el fin de cualquier contrato.

Sin embargo, el decreto circunscribe esta opción a “cuando el contrato se extinga por las causas previstas en los artículos 51 y 52 del Estatuto de los Trabajadores o en artículo 63 de la Ley Concursal”. Es decir, cuando se trate de un despido por causas objetivas. Para ahondar más en el despiste, el párrafo en cuestión cita como beneficiarios de la rebaja “los contratos de carácter indefinido, sean ordinarios [45 días] o de fomento [33 días]”. La mención de estas modalidades hace pensar en una primera lectura que podrían ser objeto de la subvención, pero no es así por las acotaciones señaladas. Los expertos y la patronal confían en que en los próximos días el Ejecutivo depure este lapsus.

El ministro de Trabajo, Celestino Corbacho, ya se ha visto enredado en una circunstancia similar, cuando a pocos días de aprobarse en el Consejo de Ministros la reforma defendió la posibilidad de que las empresas que probasen “seis meses” de pérdidas se podrían acoger al despido objetivo –20 días de indemnización–, una idea revolucionaria que finalmente el Ejecutivo no se ha animado a insertar en su decreto. El martes está prevista su convalidación en el Parlamento.

CiU ya ha dicho que no pondrá obstáculos para que así sea, pero aspira a introducir cambios de calado en su tramitación posterior como proyecto de ley.

Los bufetes creen que la indemnización de 20 días sigue en manos del juez
Categoría: Jurídico, Laboral 

El prestigioso bufete de abogados Sagardoy no tiene dudas: “La reforma laboral abarata el despido”. Además de que se generaliza el contrato de 33 días, la posibilidad de que el empresario reconozca que rescinde un contrato por causas objetivas de forma improcedente “se convertirá en el nuevo despido exprés”, sólo que con un coste de 25 días en vez de 45.
La reforma laboral es positiva y profunda. Pero tan tardía que puede resultar insuficiente”, coinciden en Sagardoy, el prestigioso bufete de abogados laboralistas. En su opinión, la norma está claramente basculada a favor de las peticiones empresariales y no dudan en sostener que “abarata el despido”. Sin embargo, al igual que otros expertos en derecho, consideran que “acogerse al despido de 20 días sigue dependiendo del juez”.

El real decreto ley, en vigor desde hoy, al ser publicado ayer en el Boletín Oficial del Estado, modifica las condiciones para acogerse al despido justificado. La norma establece que se admitirán despidos por causas económicas objetivas cuando “de la empresa se desprenda una situación económica negativa”, que el empresario pueda “acreditar” de forma que se deduzca “mínimamente la razonabilidad de la decisión”. El texto es tan ambiguo que los supuestos susceptibles de concordar con él van desde rozar la bancarrota a sufrir una leve pérdida de beneficios. El resultado es que aunque la empresa acredite documentalmente una cosa u otra, la “interpretación” de sus argumentos “recaerá en el juez o en la autoridad laboral”, expone Jordi Puigbó, socio y experto laboralista del bufete Cuatrecasas. Una situación que, a priori, mantiene el statu quo actual, en el que el juez se decanta por dar la razón al trabajador en cinco de cada seis sentencias.

“Si han querido concretar la causas del despido, no lo han conseguido”, continúa Puigbó. Esta normativa regula también los expedientes de regulación de empleo. La indemnización en un ERE está marcada en 20 días por año trabajado (con un límite de 12 mensualidades), pero la dificultad de justificar las causas objetivas lleva, en la mayoría de los casos, a elevar hasta 45 días la compensación para cerrar un acuerdo.

En el despido individual ocurre más o menos lo mismo, expone el socio de Cuatrecasas. “La inseguridad jurídica que tiene el empresario, que se mantiene con la nueva redacción, le lleva a optar por otro tipo de despido”. En el 80% de los casos, el modelo que se utiliza es el denominado despido exprés. Éste supone que el empresario rescinde el contrato de su empleado por motivos disciplinarios, pero admitiendo que lo hace de forma improcedente. A cambio de abonar la indemnización máxima, 45 días por año trabajado (con un límite de 42 mensualidades), el patrón puede despedir inmediatamente a su empleado sin someterse a la tutela judicial.

Subvención de 8 días
“La reforma laboral rebaja el despido exprés de 45 a 25 días, y de un límite de 42 mensualidades a un tope de 24 meses”, aclaran desde Sagardoy. Lo que hace el decreto es permitir al empresario reconocer la improcedencia de un despido en el que presente causas objetivas. “Es el nuevo despido exprés”, continúan desde el bufete. La diferencia, que según los abogados sólo afectará a los nuevos trabajadores con el modelo de fomento del empleo, es que la indemnización asociada para ese caso es de 33 días. Además, de forma transitoria, el Fondo de Garantía Salarial (Fogasa) cubrirá ocho días del coste del despido, lo que supone que el empresario sólo deberá pagar 25 días de salario. “Puede que sea incluso una práctica fraudulenta. Pero es muy difícil demostrar, dado que se admite la improcedencia, que no hay causas que lo sustenten y que sería necesario ir por la vía del disciplinario”, sostiene Íñigo Sagardoy, nuevo presidente del bufete.

Desde su punto de vista, esta posibilidad va a judicializar mucho los procesos de rescisión de contratos y dependerá de cómo interpreten los tribunales cada caso, que se generalice tanto su uso, como con el despido exprés original.

Por otra parte, desde Sagardoy consideran que la tramitación parlamentaria de la reforma laboral debe incidir sobre la flexibilización de las condiciones internas. En concreto, echan de menos que se facilite más el descuelgue del incremento salarial pactado. “El convenio no puede ser el verdugo de las empresas”, sostiene Juan Antonio Sagardoy, presidente de honor del bufete. “Pero hay que dar una contrapartida a los trabajadores por estos sacrificios. Se les debe dar formación y permitirles participar de la gestión de la empresa”, opina.

El decreto
Otros puntos de la nueva normativa
Se generaliza el contrato de 33 días para prácticamente todos los colectivos.

La contratación de jóvenes se bonifica más, a la par que se amplía el uso del modelo de formación.

El empresario tiene más facilidad para modificar las condiciones laborales de sus empleados.

La indemnización del contrato temporal de obra y servicio sube a 12 días.

Cuatrecasas: “El descuelgue salarial se decidirá en 15 días”
Jordi Puigbó, socio y coordinador del área laboral del bufete Cuatrecasas, considera que uno de los principales avances de la reforma laboral es la flexibilización de las condiciones internas de la empresa. La nueva norma facilita al empresario que se descuelgue del incremento salarial pactado en el convenio colectivo, cuando mantener dichos aumentos ponga en peligro el futuro de la plantilla. “Antes la inaplicación salarial se resolvía en un mínimo de 15 días, con la nueva ley ése será el plazo máximo”, destaca Puigbó. La inmediatez del descuelgue del convenio colectivo resulta fundamental para dar margen de maniobra al empresario. Su duración está limitada a la duración del convenio o a un máximo de tres años.

Valeriano Gómez: “El Fogasa tendrá un efecto limitado”
El Fondo de Garantía Salarial (Fogasa) cubrirá directamente (sin que el empresario deba adelantar el dinero) ocho días del coste del despido, tanto si es procedente (20 días) como si es improcedente (33 o 45, en función del contrato). La norma, no obstante, acota las subvenciones para los trabajadores que sean empleados a partir de ahora y que mantengan su empleo, al menos, un año. “Esta iniciativa estimula que se produzcan nuevas contrataciones, pero su efecto es muy limitado”, explica Valeriano Gómez, ex secretario general de Empleo. “Aunque es posible que ahora se hagan más contratos de 33 días, el año pasado fueron 120.000, de los que se despidió al 8%. La subvención podría limitarse a cubrir a 10.000 personas”.

Agett: “La ETT debería poder ser agencia de colocación”
El Servicio Público de Empleo Estatal apenas coloca al 3% de los parados. Un porcentaje ínfimo para una sociedad que está cerca de acumular cinco millones de desempleados. Por eso, desde algunos bufetes de abogados consideran una gran noticia que la reforma laboral permita la creación de agencias privadas de colocación de parados. Francisco Aranda, presidente de la patronal de empresas de trabajo temporal (ETT) opina que las compañías que representa “deberían poder ser agencias de colocación”. La infraestructura y el funcionamiento de las mismas, explica, les da una experiencia única en la materia. Lo que no quiere decir, matiza, que todas las ETT vayan a pasar a ser agencias o que no puedan entrar nuevos operadores.

Los 7 puntos clave de la reforma laboral
Categoría: Laboral 

“Espero que al final sea una buena ley de reforma laboral”. El ministro de Trabajo no pudo estar ayer más atinado. O el resto de grupos parlamentarios hacen algo para mejorar el decreto que convalidó el Consejo de Ministros, o a duras penas este tibio documento conseguirá convencer a la Unión Europea de que España se toma sus deberes en serio.
El país con más paro de la eurozona ha demostrado que piensa despacio y decide sin precisión. Tras casi tres años de conversaciones con la patronal y los sindicatos, ayer por fin parecía que el Ejecutivo estaba dispuesto a meter mano en este espinoso asunto. El resultado es que apenas hay cambios respecto al último borrador presentado el viernes, y resulta difícil identificar este texto con la reforma “sustancial” que prometió el presidente. En esta guía se resumen las medidas laborales que hoy mismo serán ley.

El plato fuerte: el contrato de 33 días. Para el Gobierno el factor atrevido de su reforma es la ampliación del llamado contrato de fomento, que tiene una indemnización de 33 días por año trabajado. Este coste del despido queda ampliado a prácticamente todos los colectivos, excepto a los trabajadores noveles o sin experiencia. Así, el Ejecutivo ha levantado el único grupo vetado en este tipo de contrato:los varones de entre 31 y 44 años.

A partir de hoy, los nuevos contratos con trabajadores de este perfil – junto a los de mujeres, minusválidos, mayores de 45 años o quienes lleven sin empleo tres meses, ya incorporados antes– podrán ser despedidos con una indemnización menor. Es, por tanto, una rebaja del coste de despido que ha puesto de uñas a los sindicatos.

Despidos subvencionados ocho días. Este apartado es otro ejemplo de cómo los trabajadores y las empresas están abocados a costear el engrase de esta maquinaria denominada reforma. Se prevé que el Fondo de Garantía Salarial (Fogasa) asumirá una parte de las indemnizaciones de despido en casi cualquier tipo de contrato:indefinidos o fijos, de fomento u objetivos.

Cabe recordar que el Fogosa es la macro hucha donde van a parar parte de las cuotas empresariales, una especie de reserva para abonar salarios en casos excepcionales (quiebras empresariales). Pues bien, este colchón financiero abonará a partir de ahora ocho días del coste de despido. De acuerdo a esta nueva regla, la indemnización del contrato fijo pasará de 45 a 37 días.

Siempre teniendo en cuenta que esta rebaja corre a cargo de las cuotas empresariales acumuladas. Llevando el caso a un ejemplo casero, es como si una familia decide ir al banco y sacar el dinero ahorrado para poder sentir un alivio en pago mensual del alquiler. Al final, el alquiler le saldrá por menos dinero, pero siempre gracias a costa de gastar sus reservas.

El ‘modelo austriaco’: una promesa aplazada. La medida estrella del Ejecutivo se ha convertido en un muñeco roto. El Gobierno se da el plazo de un año para fijar las condiciones que regulen el afamado modelo austriaco, que consiste en dotar a cada trabajador de una bolsa o hucha virtual de ahorro, en la que mes a mes deberán realizar aportaciones las compañías, fundamentalmente. Un asunto comprometido y que el Ejecutivo prefiere endosar al resto de grupo parlamentarios representados en el Congreso.

Despido objetivo:la línea roja que no se traspasa. Finalmente, el Ejecutivo ha eludido acotar los criterios por los que una empresa puede acogerse al despido objetivo (con 20 días de indemnización) debido a su debilidad financiera. La regulación existente es ambigua e impide que, en la práctica, esta modalidad se utilice. Pese a que Corbacho avanzó que las compañías con seis meses de pérdidas podrían acogerse a este despido, las presiones sindicales han frustrado la concreción de esta idea en el decreto.

Leve guiño a las agencias temporales o ETT. El decreto apuesta por mantener “la centralidad de los Servicios Públicos de Empleo” (antiguo Inem), una frase que sorprende si se tiene en cuenta que el antiguo Inem interviene en menos del 3% de las contrataciones que se realizan al año en España.
Debido a estos resultados, los analistas y Bruselas han venido pidiendo insistentemente su modernización y apertura a las agencias de intermediación privadas, conocidas como ETT. El Ejecutivo les permitirá a partir de ahora entrar en sectores antes vetados como la administración pública.

Cerco a la temporalidad. La indemnización de los contratos por obra o servicio será progresiva, hasta llegar a los 12 días por año trabajado en 2015. Además, fija en tres años la duración máxima de este tipo de contratos, más otro año ampliable si se acuerda vía negociación colectiva. Esto operará a partir de 2021.

La negociación colectiva no se toca. Es, sin duda, la gran olvidada del decreto. Ni una sola mención, salvo que en adelante los sindicatos ganarán más poder de decisión en el caso de un descuelgue salarial. La razón estriba en que ya no será obligatorio recurrir al arbitraje en caso de que se plantee el descuelgue salarial en la empresa.

Es decir, ya no es obligatorio remitir un litigio abierto entre las partes a una tercera para que su decisión, que se comprometen a aceptar, resuelva el problema. Esta medida supone un alivio para los sindicatos, incómodos por tener que someterse a la decisión neutra de los jueces.

Lo que no se ha aprobado y es necesario en el mercado de trabajo
Categoría: Laboral 

Si es importante este documento, no podemos perder de vista todo lo que no contiene en materia de empleo y las propuestas que no se han contemplado todavia. Hemos pasado de no necesitar una reforma del mercado laboral y de un no se abaratará el despido a una necesidad imperiosa de aprobación, tal y como ha dicho la vicepresidenta de la Vega en la rueda de prensa posterior al Consejo de Ministros.

Prestaciones por desempleo. La mayor parte de gasto social del ejecutivo se destina a prestaciones por desempleo y subsidios. Hubiera sido un buen momento para introducir un desempleo regresivo en lugar del desempleo lineal, no permitir el cobro de la prestación hasta que se agote la indemnización recibida en el caso de un despido y a revisar seriamente el cheque-parado por ejemplo. 

Respecto a los programas de formación pública y resto de cursos impartidos por los Servicios Públicos de Empleo, está más que constatado que no funcionan como debieran y sólo se quiere engranar un sistema de colaboración público-privada entre ETTs y empresas de gestión de recursos humanos.

Negociación colectiva. El gran capítulo ausente dentro de la reforma laboral. No hay ninguna propuesta para modificar los sistemas actuales, ni mejorar la realidad contractual entre empresas y trabajadores. Actualmente las negociaciones colectivas sólo se ajustan a las necesidades de las grandes empresas dejando fuera a las pymes. No abordar este punto es mantener un sistema desfasado dentro de las relaciones empresa-trabajador y en este campo hay mucha tela por cortar.

Las cotizaciones a la seguridad social, no disminuyen sino que aumentan por la contribución al FOGASA por el fondo para despidos. Esta línea es perjudicial para la creación de empleo y negativa para la productividad. Tenemos más costes laborales para todas las empresas y va a penalizar a la empresa que no despida, dado que las cotizaciones a dicho fondo se realizarán de manera obligatoria sólo por la empresa.

No se simplifica ni se soluciona realmente el marco de contratación. Esta reforma no camina realmente hacia un contrato único; se ha adoptado como modelo de contratación única el contrato indefinido de fomento del empleo, dejando dentro del mapa de contratación, la multitud de contratos de trabajo actuales. La temporalidad se ataja unificando los sistemas de contratación y permitiendo los contratos temporales sólo en determinadas actividades y al comienzo de vida de la empresa.

En definitiva, la reforma que debe durar años, es un parche, nadie está contento con el texto (salvo el Gobierno claro) y los efectos positivos de esta reforma para el empleo son más que dudosos.

El Gobierno mantiene el dominio sindical y judicial sobre el mercado laboral
Categoría: Jurídico, Laboral 

La reforma laboral del Gobierno mantendrá el control de los sindicatos y de la jurisdicción laboral sobre el mercado laboral español. Se abre ligeramente la puerta a modificar los convenios colectivos y al despido “objetivo” en caso de dificultades económicas, pero sin entrar al fondo de la cuestión.
Todos los expertos coinciden en que el mercado laboral español está aquejado de rigidez, fundamentalmente, por dos causas: la negociación colectiva y el coste del despido. Pues bien, ninguno de estos dos aspectos ha sido resuelto del todo en el texto del Real Decreto Ley que ha aprobado el Ejecutivo en el Consejo de Ministros extraordinario de este miércoles 16 de junio.

Lo cierto es que el Gobierno ha abierto dos pequeñas rendijas que van en la dirección que demandaban casi todos los analistas, pero no se ha atrevido a demoler definitivamente los artículos que salvaguardan el poder judicial y sindical sobre el mercado laboral español. Así, el verdadero alcance de esta reforma queda en manos de la interpretación de jueces y árbitros, y de una negociación colectiva en la que los sindicatos mantienen buena parte de su control.

El despido objetivo, sin definir
En teoría, era la clave de la reforma y lo que había provocado que los sindicatos se alejasen del Gobierno. El texto del Real Decreto incorpora una novedad, las empresas podrán aducir causas económicas para despedir a un trabajador, algo que hasta ahora estaba reservado a los despidos colectivos (ERE). Pero ¿cuáles serán estas causas?

La expresión que ha utilizado el Gobierno es que la empresa podrá despedir en caso de una “situación económica negativa”, pero sin aclarar qué quiere decir con esto. Será un juez de lo Laboral el que determine cuando un despido objetivo está justificado; algo que alarga el proceso, judicializa la relación laboral e introduce incertidumbre en las decisiones empresariales.
Hasta ahora, el Estatuto de los Trabajadores decía que:

“Se entenderá que concurren las causas a que se refiere el presente artículo cuando la adopción de las medidas propuestas contribuya, si las aducidas son económicas, a superar una situación económica negativa de la empresa o, si son técnicas, organizativas o de producción, a garantizar la viabilidad futura de la empresa y del empleo en la misma a través de una más adecuada organización de los recursos”.

La nueva formulación es algo más favorable para los intereses empresariales, pero no saca de los juzgados las decisiones empresariales.

La negociación colectiva
En cuanto a la negociación colectiva, el Ejecutivo mantiene el desorbitado poder sindical en la negociación de los convenios y, aunque hace un tímido guiño a la posibilidad de que algunas empresas y trabajadores puedan modificar los convenios en etapas de crisis, en realidad el proceso para negociar las condiciones laborales sigue siendo farragoso y demasiado rígido. De hecho, no se permite ligar los salarios a la productividad, como piden todos los organismos. Las empresas deberán seguir actualizando los salarios con la evolución de precios como norma general.

En lugar de ello, el documento usa una vía intermedia de difícil comprensión. Crea la figura de la “cláusula de la inaplicabilidad salarial”, que se incluirá en los convenios colectivos y que establecerá las causas y condiciones por las que las empresas no estarán obligadas a actualizar los salarios con la inflación y a cumplir con los compromisos con la plantilla como, por ejemplo, las subidas de sueldo con una determinada antigüedad.

Estas causas por las que las empresas podrán aplicar la citada cláusula serán “cuando la situación y las perspectivas de la empresa o su estabilidad económica pudiera verse dañada como consecuencia de tal aplicación, afectando a las posibilidades de mantenimiento del empleo en la misma”. 

En los convenios colectivos que no incluyan la cláusula se deberá acudir al arbitraje y será un laudo el que determine quién lleva razón -si la empresa o el comité sindical- si hay desacuerdo sobre el descuelgue salarial.

El abaratamiento real del despido
Teniendo en cuenta todo lo anterior, y a no ser que la empresa consiga que el juez admita que el despido es colectivo, el abaratamiento se reducirá a los ocho días que pagará el Fogasa en cada caso.

La reforma laboral ha incluido algunas novedades respecto al documento del pasado viernes, entre ellas que el abono de ocho días de la indemnización por despido por parte del Fondo Garantía Salarial (Fogasa) no incluirá sólo a los contratos de fomento del empleo estable (33 días de indemnización por despido improcedente), sino también a los contratos indefinidos ordinarios (45 días de indemnización). 

Es decir, que los empresarios verán reducido el coste de echar a cualquiera de sus trabajadores fijos, sea cual sea la modalidad contractual bajo la que estén contratados.

Con esta modificación, el coste habitual del despido de un trabajador fijo para las empresas pasará a ser de 45 a 25 días: por dos razones, primero porque se generaliza el contrato con indemnización de 33 días por año trabajado, y en segundo lugar porque el Gobierno se hace cargo del pago de 8 días.

Además, el texto que se ha aprobado este miércoles amplía el contrato de fomento del empleo a los hombres de este 31 y 44 años que hayan tenido un contrato fijo. De esta manera, no hay ningún trabajador que quede fuera de este contrato de fomento del empleo, por lo que lo normal es que se acabe generalizando y que el actual contrato fijo de 45 días vaya poco a poco desapareciendo.

Modelo austriaco, ETT
Respecto al modelo austriaco, el ministro de Trabajo anunció que el fondo de capitalización se diseñará mediante la tramitación de un proyecto de ley en el plazo de un año y que, en ningún caso, supondrá la elevación de las cotizaciones empresariales a la Seguridad Social.

Otra novedad es el levantamiento del veto a las ETT para que puedan operar en el sector público.

Las declaraciones
Tras la reunión del Consejo de Ministros celebrado de forma extraordinaria este miércoles, María Teresa Fernández de la Vega ha comparecido con Celestino Corbacho para anunciar, dos años después, el decreto ley con el que se aprueba la reforma laboral.

De la Vega ha apuntado que su objetivo es “reducir la temporalidad excesiva” y la precariedad y aumentar la “seguridad jurídica” en los casos de despido por motivos económicos. Aunque sí se han adelantado algunos aspectos (como el papel de las ETT o la ampliación del contrato de 33 días a otros colectivos), en muchos aspectos clave sobre el coste del despido habrá que seguir esperando al texto definitivo que publique el BOE.

De la Vega indicó, sin embargo, que con esta reforma se contribuirá a “incrementar la productividad y la competitividad”. Recordó que el acuerdo no cuenta, finalmente, con la rúbrica de sindicatos y patronal pero opinó que sí tiene “el espíritu de sus aportaciones, que el Gobierno ha venido a recoger”. Definió la reforma como “ambiciosa, sustantiva y de calado” y confió en que logre el apoyo de más grupos parlamentarios y se apruebe “con el mayor grado de acuerdo”.

Corbacho, que confirmó que el decreto se tramitará como proyecto de ley, también señaló que se ha retrasado dos años el plazo para elevar de ocho a doce días la indemnización por fin de contrato temporal. Así, la medida empezará a aplicarse a partir de 2012, de tal forma que la indemnización irá subiendo un día por año, hasta llegar a un total de doce en 2016.

